15° SIMPOSIO SOBRE LEGISLACION TRIBUTARIA ARGENTINA

Ciudad Autónoma de Buenos Aires, 7 al 9 de agosto de 2013
COMISION No. 1 - "NUEVO CODIGO CIVIL y COMERCIAL. CONSECUENCIAS IMPOSITIVAS".
En la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, a los 9 días del mes de agosto de 2013, reunidos en la sede del Consejo Profesional de Ciencias Económicas de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, los integrantes de la Comisión N° 1 del decimo quinto Simposio de Legislación Tributaria Argentina, bajo la presidencia del Dr. Carlos A. Battilana, vicepresidencia del Dr. César M. Cavalli, secretaría a cargo de la Dra. Verónica M. Cumo y la relatoría a cargo de la Dra. Alejandra Schneir, habiendo evaluado lo acontecido durante el transcurso de las sesiones, manifiestan:

VISTO:

i) Las directivas emanadas de la relatoría.

ii) Los trabajos presentados por los participantes en la Comisión:
1-Dra. Abog. Silvina Erica Coronello y Dra. C.P. Fabiana Iglesias Araujo: "La prescripción de los tributos locales en el anteproyecto de código civil comercial".

2- Dr. C.P. Luis Omar Fernández: “Posible tratamiento del derecho de superficie en el impuesto a las ganancias".

3- Dr. Abog. Esteban L. Aguirre Saravia y Dr. C.P. Jorge Gebhardt: “Implicancias del proyecto de unificación del código civil y comercial en el procedimiento tributario”.

4- Dra. C.P. y Abog. Flavia Irene Melzi:"La prescripción de tributos locales: del autonomismo al ius-privatismo. Hacia la consolidación de un nuevo paradigma”.

iii) El exhaustivo análisis de los temas expuestos por los panelistas de la Comisión, Doctores Carolina Calello, Eduardo Gil Roca, Jorge David Jalfin y Jorge Gebhadrt. 
iv) La intervención de los participantes en la Comisión y de sus autoridades.

I- AUTONOMIA DEL DERECHO TRIBUTARIO

CONSIDERANDO

Que el Derecho Tributario, al ir adquiriendo mayor complejidad y valoración, se fue conformando como una rama jurídica con principios, conceptos e institutos propios.

Que si bien existen discrepancias en la doctrina y la jurisprudencia sobre el alcance de esa naturaleza autónoma, es aceptado que cuenta con suficiencia normativa y conceptual, que le permite redefinir conceptos jurídicos de las otras ramas del derecho.

Que sin embargo esta autonomía estructural no puede significar que sus normas y principios están aislados del sistema jurídico en el que está inserto ya que pretender una absoluta libertad para regirse por sí misma implicaría desvincularla del derecho, que es su propio ser y se apartaría de su entidad jurídica.

Que, a pesar de su especialidad y de los defensores de su particularismo normativo, por razones de integración jurídica algunos doctrinarios sostienen que las normas tributarias en lo posible deberían acomodarse al derecho común, ya que regulan relaciones humanas que en primer lugar están normadas por éste y el derecho tributario debe tener permeabilidad para que se integre en forma armónica con aquél. 

Que, por otra parte la jurisprudencia se ha inclinado alternativamente en una y otra tesis, pero en la actualidad, parece plantear un cambio de paradigma y enrolarse en el criterio ius privatista, lo que nos obliga a constatar permanentemente la adecuación de la ley tributaria a los códigos de fondo.

CONCLUSIONES

· Esa revisión no implica una subordinación normativa del derecho tributario al derecho civil y comercial, sino que debe conservar su autonomía, es decir sus institutos, conceptos y principios y la posibilidad de redefinir aquellos conceptos del derecho común que se aparten de su finalidad específica.
· Sin embargo la propuesta del Anteproyecto de Código Civil y Comercial de la Nación nos obliga a revisar el plexo normativo del sistema tributario global para adecuarlo, en lo que fuere necesario, a la nueva estructura de normas civiles y comerciales que regularán las relaciones de todos los miembros de la comunidad jurídica de nuestro país, a fin de garantizar el deseado objetivo de seguridad y certeza en esos institutos

II- SOBRE LAS MODIFICACIONES EN EL PROCEDIMIENTO TRIBUTARIO
Responsabilidad solidaria de los administradores

CONSIDERANDO

Que las autoridades fiscales locales disponen la existencia de responsabilidad solidaria en diversos supuestos fundados en el carácter objetivo de los cargos desempeñados. 

Que el proyecto de reforma del Código Civil y Comercial de la Nación recepta la amplia jurisprudencia imperante en esta materia que dispone que la responsabilidad solidaria sólo puede ser atribuida con base en el obrar culposo de los sujetos involucrados en el cumplimiento de la obligación fiscal.

CONCLUSION

· Resulta conveniente que las legislaciones locales formulen las modificaciones legislativas necesarias a fin de adecuar sus cuerpos normativos a la exigencia señalada por la jurisprudencia y ahora expresamente receptada en el nuevo Código. 

Responsabilidad del Estado y de los funcionarios públicos

CONSIDERANDO

Que el proyecto original elaborado por la Comisión designada a tal efecto establecía la responsabilidad del Estado por los daños causados por el ejercicio irregular de sus funciones, sin necesidad de identificar a su autor.
Que, asimismo el texto original instituye la responsabilidad del funcionario y del empleado público, por los daños causados a los particulares por las acciones u omisiones que implican el ejercicio irregular de su cargo.
Que el Poder Ejecutivo Nacional, con las modificaciones que introdujo al proyecto original,  dispuso la no aplicación  de estas disposiciones a la responsabilidad del Estado, por entender que la misma se rige por las normas y principios del derecho administrativo nacional o local,  según corresponda.
CONCLUSION
· Con  relación al tema de la responsabilidad del Estado y de los funcionarios públicos debiera volverse al texto original del proyecto,  en cuanto responsabiliza a los mencionados sujetos por los daños causados por el ejercicio irregular de sus funciones.

Prescripción de las acciones contra el Estado
· Modificación de normas locales
CONSIDERANDO

Que la Corte Suprema de Justicia de la Nación se ha expedido en la causa “Filcrosa” sobre la prevalencia de las disposiciones del Código Civil por sobre las normas locales en materia de prescripción
Que en tal sentido ha dicho que resultan inconstitucionales aquellas normas locales en materia de prescripción que se aparten de lo previsto en el Código de fondo

Que dicha doctrina ha sido recogida por casi la totalidad de los Máximos Tribunales Provinciales

Que la provincia de Tucumán ha adecuado su Código Fiscal y establecido que la prescripción se rige por el Código Civil o Penal, según la materia de que se trate

Que a fin de obtener la declaración de inconstitucionalidad de las normas locales, los contribuyentes deben acudir a la justicia, con los perjuicios que ello les origina y dispendio jurisdiccional consiguiente
CONCLUSION
· Las jurisdicciones locales deberían modificar las normas de prescripción a fin de adecuarlas al Código de fondo.

· Plazo de prescripción

CONSIDERANDO

Que la tendencia internacional es la reducción de los plazos de prescripción.
Que en ese orden de ideas el proyecto en análisis reduce los plazos de prescripción en todo lo que se devengue por años o plazos periódicos más cortos, al término de dos años.

Que tal como se ha manifestado, la doctrina de la Corte Suprema de Justicia de la Nación sostiene la prevalencia de las normas del Código Civil por sobre las normas locales en la materia.

Que su aplicación inmediata tendría consecuencias indirectas para los sistemas tributarios locales en razón del estado actual de la organización de sus administraciones.
Que sin embargo los esfuerzos de mejoramiento de las mismas para hacerlas más eficientes hace avizorar la posibilidad de reducir los plazos de control de sus administrados.

Que por otra parte resulta conveniente que los plazos de prescripción de las obligaciones impositivas se unifiquen conceptual y  territorialmente.
CONCLUSIONES
· Resultaría aconsejable propiciar una regulación específica de lo concerniente a los plazos de prescripción tributaria.
· Si bien el Anteproyecto de Código Civil y Comercial se consagra la tendencia internacional en el acortamiento de los plazos, sería razonable que la reducción se realice en forma gradual para permitir la adecuación de la estructura de sus administraciones tributarias.

· Suspensión de la prescripción

CONSIDERANDO

Que el Código Civil establece la suspensión por un año del curso de la prescripción en caso de constitución en mora al deudor, efectuada en forma auténtica.

Que si bien han sido unánimes las críticas a la locución “constitución en mora”, la jurisprudencia ha entendido que se refiere a interpelación o intimación fehaciente.

Que en caso de resultar necesario recurrir a la determinación de oficio, esta interpelación se produce con la notificación de la determinación de oficio, ya que es el único acto que puede ser asimilado a la circunstancia antedicha

Que en caso de no resultar necesario recurrir a la determinación de oficio, ello se produce con la notificación de la intimación de pago.

Que el término “autentica” que contiene el actual Código Civil, como así también la locución fehaciente del anteproyecto implican la debida notificación de dicha interpelación.
Que los autores del proyecto han entendido que el reemplazo de la constitución en mora del deudor por la interpelación, en ambos casos de forma fehaciente, viene a receptar la interpretación que ha brindado la jurisprudencia y doctrina, superadora de las inconsistencias que la terminología presenta respecto del régimen de la mora.

Que en consecuencia el proyecto mejora terminológica y metodológicamente la causal de suspensión antedicha.  
Que, asimismo, ha resultado de práctica en los últimos años la inclusión, en leyes especiales que establecieron regímenes fiscales particulares (vgr. Regímenes de regularización), de nuevas causales de suspensión de la prescripción que han sido aplicadas a la generalidad de contribuyentes, lo que ha alargado sucesiva e inmotivadamente los plazos de prescripción vigentes en materia de tributos recaudados por el Gobierno Federal. 

Que, lo antedicho,  además de ocasionar una situación desigual entre los fiscos locales y el nacional que no se presenta justificada, conspira contra la necesaria seguridad jurídica que debe regir en la materia.

CONCLUSIONES
· Dentro de la adecuación normativa propuesta, Las normas locales deberían definir que la interpelación fehaciente se configura con la notificación fehaciente de la resolución de  determinación de oficio o con la notificación de la intimación de pago del tributo.
· Corresponde propiciar que se precise dentro de las causales de suspensión, la imposibilidad de prolongar con carácter general la extensión de los referidos plazos de prescripción para contribuyentes que no se acojan o soliciten inclusión en los regímenes especiales que pudieran instrumentarse y que dispusieran en ese sentido, incluso en el ámbito nacional. 

· Anatocismo

CONSIDERANDO

Que el precedente Filcrosa proyecta sus efectos sobre todas aquellas regulaciones referidas a institutos generales del derecho incorporados en el derecho tributario local.
Que el artículo 623 del Código Civil establece que no se admiten intereses sobre intereses, salvo convención expresa o, cuando liquidada la deuda judicialmente, así lo determine un juez.
Que en la causa Valot, Eduardo A., referida a la anterior redacción de la ley 11.683, en la que no se contemplaba expresamente esta posibilidad, la Corte, Suprema de Justicia de la Nación ha considerado improcedente el reclamo del fisco

Que en consecuencia, las normas locales que se apartan de las excepciones previstas en el citado artículo, resultan contrarias a la Constitución Nacional
Que el proyecto establece que los intereses devengan intereses si otras disposiciones legales prevén la acumulación.
CONCLUSIONES
· El Código Civil no permite la acumulación de intereses, motivo por el cual las legislaciones locales que prevén tal posibilidad son ilegítimas 
· En caso de aprobarse el proyecto, los fiscos se encontrarán habilitados para reclamar intereses de intereses siempre que una norma legal así lo prevea. 
· Cargas probatorias dinámicas
CONSIDERANDO

Que la carga de la prueba a fin de emitir un acto administrativo recae en la administración.
Que la Ley Nacional de Procedimientos Administrativos, supletoria de la ley 11.683, establece que el acto deberá sustentarse en los hechos y antecedentes que le sirven de causa y en el derecho aplicable, y en su artículo 14 establece los supuestos sancionables con la nulidad absoluta.
Que la prueba de los hechos alegados por el fisco deben constar en el expediente administrativo.
Que, en materia de determinaciones de impuestos sobre base presunta, al igual que cuando recurre a las presunciones de defraudación, el ente fiscal debe acreditar la existencia de los indicios que habilitan la aplicación de las presunciones. 
Que si bien con diferentes matices, la doctrina y jurisprudencia del Tribunal Fiscal y la Cámara han entendido aplicable a la materia tributaria el artículo 377 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.
Que la presunción de legitimidad del acto administrativo no es absoluta, sino meramente simple, relativa y provisional, y su validez se encuentra sujeta al cumplimiento de los requisitos establecidos en la Ley Nacional de Procedimientos Administrativos.
Que las cargas probatorias dinámicas determinan que el onus probandi habrá de recaer sobre la parte que está en mejores condiciones para producir la prueba respectiva. 
Que diversas provincias han incorporado en sus códigos procesales la referida teoría. 
Que la citada doctrina ha sido considerada plenamente aplicable en materia tributaria. 

Que en el anteproyecto de Código Civil y Comercial se ha incorporado la referida teoría.
CONCLUSION

· La incorporación de las cargas probatorias dinámicas en el proyecto, ratifica la creciente recepción doctrinaria y jurisprudencial de la mencionada doctrina.
III- SOBRE LAS MODIFICACIONES EN MATERIA DE DERECHOS REALES

CONSIDERANDO

Que, la consagración de nuevos derechos reales en el proyecto de reforma del Código Civil y Comercial de la Nación que establecen situaciones jurídicas (con trascendencia económica) distintas de las verificadas en las figuras hoy existentes, hacen necesario evaluar el tratamiento tributario que correspondería asignar a las mismas.
Que, en este sentido, el derecho de superficie que se propone regular (y que hasta el presente sólo encontraba una limitada aplicación en materia forestal) presenta características propias que hacen dificultosa su asimilación con otras figuras existentes y que tienen ya previsto un tratamiento tributario particular.
Que, sin perjuicio de presentar algunas notas características que pudieran emparentarlo con  el usufructo, el derecho de superficie ostenta particularidades propias que impiden una asimilación directa y hacen aconsejable que se adopten las medidas legislativas necesarias en el ámbito fiscal como para precisar diversos aspectos imprescindibles para definir su tributación.

CONCLUSIONES

· En atención a la incorporación del derecho de superficie como nuevo derecho real, se hará necesario incorporar disposiciones particulares en los diferentes impuestos a fin de precisar quién es el sujeto obligado al pago en determinados supuestos, cuáles son los criterios de valuación a seguir, cuál es el criterio de imputación al año fiscal, etc.
            En particular los casos que merecen especial atención son los relativos a:

a. Establecer el valor de costo a computar ante la cesión del derecho de superficie por parte del propietario.

b. Fijar quién, sobre qué valores, deberá tributar los impuestos patrimoniales respectivos (Impuesto Sobre los Bienes Personales, Impuesto a la Ganancia Mínima Presunta, Impuesto Inmobiliario, etc) sobre el inmueble y sobre el derecho de superficie. En el mismo sentido, deberá establecerse el valor a considerar en materia de Impuesto a la Transmisión Gratuita de Bienes cuando así corresponda.

c. Establecer el tratamiento a dispensar en el Impuesto al Valor Agregado, en la transferencia de los bienes construidos por el superficiario.

 CONSIDERANDO
Que el artículo 75 inciso 17 de la Constitución Nacional (conforme la reforma de 1994) reconoce ya la posesión y propiedad comunitaria de las comunidades indígenas sobre las tierras que tradicionalmente ocupan.
Que el proyecto de reforma al Código Civil y Comercial de la Nación, al incorporar la propiedad comunitaria indígena como derecho real, precisa la existencia de un sujeto (la comunidad indígena organizada) a quien consagra como titular de este nuevo derecho, imprimiéndole la necesidad de organizarse y registrarse como persona jurídica con el debido contralor estatal.

Que, a su turno, atento disponerse que la propiedad comunitaria indígena es inalienable, intransmisible e insusceptible de gravámenes de garantía, medidas cautelares o prescripción adquisitiva por parte de terceros, se la regula como un bien fuera del comercio. El destino del referido inmueble rural es la preservación de la identidad cultural y el hábitat de las comunidades indígenas.
Que, en ese sentido, resulta claro que esta persona jurídica que se crea (la comunidad indígena) tiene una finalidad específica que impone la necesidad de la regulación de su actividad como no alcanzada por los impuestos que persiguen hechos imponibles que requieren el ánimo de lucro en sus sujetos pasivos, definiendo los requisitos que formales y sustanciales que deberán cumplir a esos efectos.   

CONCLUSION

· Por ello, cabrá regular la inclusión de la comunidad indígena como sujeto exento en los diferentes gravámenes (Impuesto a las Ganancias, Impuesto a la Ganancia Mínima Presunta, etc.) en atención a encontrarse fuera del comercio el bien inmueble que le da origen.
· A tal fin, deberán establecerse los requisitos respectivos a ser cumplimentados por tales entes, en consonancia con los existentes para otras entidades sin fines de lucro que hoy están regulados fiscalmente, incluyendo las actividades que éstos pueden concretar y el destino que deben al que deben afectar el producido de las mismas.

IV- MODIFICACIONES EN MATERIA DE DERECHO DE FAMILIA

CONSIDERANDO

Que, tal como sostienen los elaboradores del Anteproyecto, la llamada constitucionalización del derecho civil y la incorporación de los tratados de derechos humanos en el bloque constitucional han tenido un fuerte impacto en el derecho de familia.

Que además de preservar la protección de la familia y el matrimonio se reconoce la constitución de familias por otros núcleos sociales, como las uniones convivenciales o las que se generan tras la ruptura de una unión anterior.

Que esta nueva concepción de la creación de estructuras familiares y sus relaciones personales, así como la administración y disposición de los bienes de los contrayentes, y la percepción de sus frutos, pone en crisis la actual redacción de la normativa fiscal.

Que las normas fiscales, tal como se menciona con anterioridad, deberían adecuarse a estas nuevas realidades jurídicas, pero que en razón de los distintos fines de la normativa fiscal y civil se justifica que las primeras introduzcan las particularidades que exige su integración al sistema tributario.

CONCLUSIONES

· Si bien es necesaria una reforma general del impuesto a las ganancias, existen aspectos tales como los que devienen de la nueva ley de matrimonio que impactan significativamente en los rubros que hacen a la correcta liquidación del gravamen y por lo tanto, se requiere una adecuación legislativa en concordancia.

· En este orden de ideas, en lo que respecta a la deducción por cónyuge, la misma debería ser ampliada al ex cónyuge divorciado en la medida que haya sentencia judicial que obligue al pago de alimentos. Asimismo, deberá extenderse el tratamiento al conviviente, sirviendo como medios de probanza los utilizados para acreditar el vinculo a los efectos de la seguridad social.

· Asimismo, deberían adecuarse las restantes deducciones por carga de familia a efectos de la recepción de los nuevos vínculos familiares.

· Deberá legislarse sobre el régimen de atribución de rentas y bienes entre los integrantes de las uniones familiares y convivenciales.
V- MODIFICACIONES EN MATERIA SOCIETARIA 
CONSIDERANDO
Que el proyecto elaborado por la Comisión redactora incorporó en el art. 1 de la denominada Ley General de Sociedades a  la sociedad unipersonal.

Que el Poder Ejecutivo Nacional modificó el proyecto original, limitando el tipo de la sociedad de un solo socio al de sociedad anónima.

Que, asimismo, el proyecto enviado al Congreso de la Nación incluye entre los supuestos del art. 299 LGS (de fiscalización estatal permanente) a las sociedades anónimas unipersonales, lo que trae aparejado la aplicación del art. 255 (directorio con no menos de 3 miembros) y del art. 284 (sindicatura plural).

Que la nueva creación parecería estar destinada a sociedades de cierta envergadura, sin haber considerado debidamente su utilización por parte de pequeñas y medianas empresas.
CONCLUSION
· Resulta conveniente se admita también el tipo societario de responsabilidad limitada para la sociedad unimembre.

· En caso de resultar incorporadas las sociedades de responsabilidad limitada, su inclusión en el art. 299 debería estar condicionado al cumplimiento de las condiciones exigidas para este tipo societario.
SOCIEDADES ENTRE CONYUGES
CONSIDERANDO
Que el proyecto admite las sociedades entre cónyuges sin limitación al tipo social.

 Que de ello deviene la necesidad de definir la forma de atribución de los aportes sociales y los resultados a los efectos de sus consecuencias tributarias.
CONCLUSION
· A los efectos del tratamiento tributario de las sociedades entre cónyuges deberían tenerse presentes las consecuencias que determinan las modificaciones consideradas en materia de derecho de familia.  
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